Límites y posibilidades de los Derechos Económicos y Sociales en relación con la Deuda y la globalización.

“Hoy en día existe un consenso mundial que considera la pobreza extrema como la violación de los derechos humanos más global y más permanente”.

Patricio Pazmiño Freire

Introducción

El proceso de consolidación de las democracias en el continente americano, durante las ultimas  dos décadas, y las nuevas condiciones políticas y sociales producidas por los procesos de liberalización  y globalización de las economías, nos enfrentan a nuevas demandas, retos y perspectivas de acción desde el campo de los derechos humanos.

Las demandas sociales se han multiplicado reivindicando los derechos de la mujer, indígenas, medio ambiente, seguridad alimentaria, vivienda, salud, educación, configurando una plataforma de demandas que exige la participación ciudadana activa, audaz e imaginativa para plantearse la toma de decisiones sobre aquellos aspectos de la política pública que están  directamente relacionados con sus derechos y que pueden incidir en el mejoramiento de la calidad de vida, asegurar el patrimonio de vida común y el acercar el derecho al desarrollo humano y sustentable a las comunidades. 

El creciente rol colonizador de las instituciones financieras internacionales (IFIs), en desmedro de las facultades tradicionales de soberanía y autodeterminación del estado nación, como es en el caso de la aprobación de la Estrategia de Asistencia al País (CAS por sus siglas en Inglés) o la suscripción de las Cartas de Intención, documentan suficientemente las razones que justifican un juicio critico y una oposición activa a las políticas públicas neoliberales que se expresan en el creciente proceso de endeudamiento externo y en la aplicación de las políticas de ajuste estructural y privatización. 

Según el ex funcionario del Banco Mundial, Premio Nobel de Economía, Joshep Stiglitz , en entrevista concedida a un periodista del diario The Observer: “Hay una Estrategia de Asistencia para cada nación pobre, diseñada,
por el Banco Mundial, después de una cuidadosa investigación interna
del país.Estas investigaciones consisten en cuidadosas inspecciones a los hoteles de cinco estrellas. Concluyen con un encuentro entre estos empleados del Banco y algún mendigante y quebrado ministro de economía a quien le entregan un
acuerdo de reestructuración, preparado de antemano para su firma
voluntaria”. En lugar de oponerse a la venta de industrias estatales, me dijo que
los líderes nacionales - usando como excusa *las exigencias del FMI* -
liquidan alegremente sus empresas de electricidad y de agua. *Podías
ver cómo se les abrían los ojos* ante la posibilidad de una *comisión*
del 10 , pagada en cuentas Suizas, por el simple hecho de haber bajado
*unos cuantos miles de millones* del precio de venta de los bienes
nacionales.


Por ejemplo en la Estrategia de Asistencia País, para
Ecuador. El Banco afirma varias veces - con fría precisión -
 que se esperaba que sus planes iban a dar chispa a *disturbios
sociales*, lo que es su término para una nación en llamas. Eso no es
sorprendente. El reporte secreto indica que el plan para hacer del dólar de los EEUU
la moneda de Ecuador ha empujado al 51 de la población por debajo de
la línea de pobreza. El plan de *Asistencia* del Banco Mundial
simplemente recomienda que se enfrenten las protestas civiles y el
sufrimiento con *firmeza política* y precios aún más altos.”


En consecuencia, esta reflexión privilegia la documentación de los impactos masivos, y sistemáticos en la calidad y proyecto de vida de millones de hombres y mujeres, como resultado directo de la aplicación de las políticas de endeudamiento externo, ajuste estructural y libre mercado y  la relación directa que existe entre los procesos de toma de decisiones en el ámbito de la política económica internacional y nacional con la violación masiva y persistente de la carta internacional de los derechos humanos.  

Desde la perspectiva de exigencia y justicia, esto es, desde el campo de la lucha política por la modificación de la correlación de fuerzas, se argumenta por la construcción de puentes vinculantes entre la promoción y el desarrollo conceptual en el campo de los derechos humanos, económicos, sociales, culturales y ambientales, con el litigio jurídico nacional e internacional, estrechamente ligado con la presión política pública. 

Algunos datos de referencia 

Conforme datos publicados por el del Banco Mundial, la CEPAL (Conferencia Económica para América latina) y el Comité por la Anulación de las Deudas del Tercer
Mundo (CADTM) “América latina ya pagó en los últimos 20 años US$ 1,4 billones.
Todo el llamado "Tercer Mundo" junto a los países de Europa del Este
abonaron más de US$ 4 billones en el mismo período. Esto significa que
hubo una transferencia de recursos equivalente a más de seis veces la
deuda original, pese a que hoy deben igual un promedio de cuatro veces
más. América latina abonó 1,4 billón desde el 82, lo que representa
casi cinco veces su deuda original, pero aún debe alrededor de tres
veces más”.

Según la misma fuente: “Hay en México 33 millones de personas
analfabetas pero el país paga por su deuda 2,5 veces lo que invierte
en educación. Y eso, pese a que entre 1982, cuando su moratoria desató
la "crisis de la deuda" en toda la periferia, y en el 2000 México ya
pagó casi medio billón de dólares (478.000 millones) por capital e
intereses. Así lo informan los propios datos del Ministerio de
Hacienda mexicano. En 1982, México debía al exterior US$ 57.000
millones, y dos décadas después, 152.000 millones, una cantidad que
triplica lo que ya ha pagado. La consecuencia de este hecho es que,
apenas nace, cada nuevo mexicano debe 1.570 dólares.

En el Informe Versión VII de Noviembre 2001, el Parlamento Latinoamericano, sustentando su solicitud de opinión consultiva a la Corte
 Internacional de Justicia de La Haya sobre los aspectos jurídicos de la
afirma que: Según el informe del "World Bank Global Development Finance 1998" a mediados de
la década del 70 la deuda externa de América Latina ascendía a unos 60 mil
 millones de dólares. En 1980 el Federal Reserve Bank dispuso sucesivos aumentos
 de las tasas de interés, que saltaron del 6 al 22%. Los acreedores,
 unilateralmente, aplicaron esas tasas a los contratos de crédito y activaron el
 detonante: la deuda se elevó a 204 mil millones a fines de ese mismo año;
 aumentó a 443 mil millones en 1990 y se calculaba que llegaría a 706 mil
 millones de dólares en 1999.
 El total de la deuda externa del conjunto de los países del Tercer Mundo hoy se
 estima en más de 2 billones de dólares.
 "La deuda externa tiene como resultado una transferencia neta de recursos del
 sur hacia el norte: en 1998 los 41 países pobres más endeudados (PPME)
 transfirieron al norte 1.680 millones de dólares más de los que recibieron y en
 el mismo año el conjunto de los países del Tercer Mundo realizaron una
 transferencia neta de recursos al norte de 114.600 millones de dólares" (*)
 Solamente por el concepto de servicio de su deuda externa, entre 1982 y 1996, la
 región latinoamericana pagó 739 mil millones de dólares, es decir, una cifra
 superior a la de la deuda total acumulada.
 Como dato ilustrativo, en 1986, América Latina tuvo un saldo favorable en su
 intercambio comercial de 37.600 millones de dólares. En ese mismo año, en
 concepto de intereses, pagó 37.200 millones de dólares a la banca acreedora. De
 modo que, para su desarrollo, toda América Latina dispuso en aquel año de
 únicamente 400 millones de dólares.
 A mediados de 1995, más de la mitad del valor de las exportaciones de América
 Latina se estaba destinando al pago de la deuda externa. El periódico británico
 "Financial Times" señalaba que el déficit de cuenta corriente de América Latina
 en 1998 iba a ser de 71.800 millones de dólares y en 1999 de 75.600 millones de
 dólares.


En términos reales, en concepto de intereses y servicios, buena parte de la
deuda –si no el total—ha sido efectivamente saldada, como puede comprobarse en el Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe, Ediciones de 1992
 (págs. 430 y 431) y de 1994 (págs. 438, 439, 504 y 505)  _________________________
 (*)TOUSSAINT, Eric, junio 2001, págs. 211-212, citado por TEITELBAUM, Alejandro,
 "La Deuda Externa", Octubre 2001.

Octubre 2001.  Alejandro TEITELBAUM (Representante permanente en Ginebra de la Asociación
Americana de Juristas

Las conversaciones bilaterales y multilaterales que realizan nuestros gobiernos sobre la aplicación de las políticas macro económicas se caracterizan por una insistente falta de información, transparencia y participación ciudadana en la toma de decisiones. La mayoría de las veces estos procesos se los realiza en franca violación a disposiciones legales, nacionales e internacionales, así como a recomendaciones y declaraciones específicas de organismos de derechos humanos del sistema de las Naciones Unidas. 

Durante la última década los gastos del Ecuador en programas para la salud, la educación, el bienestar social, y el medio ambiente han caído a sus niveles más bajos. En el presupuesto fiscal ecuatoriano se aprecia que se ha producido un intercambio de prioridades: conforme disminuyen los gastos para satisfacer las necesidades sociales de la población se incrementan los gastos para cubrir el servicio de la deuda externa.  

“Mientras el gasto social per cápita fue de US$55 en el 2000, el servicio de la deuda externa gubernamental ascendió US$155 per capita. En el mismo año 2000, por cada dólar gastado por el gobierno, 43 centavos fueron para pagos de deuda y solo 16 centavos para atender las necesidades sociales de la población”. 

La economía del Ecuador, sin incrementar el endeudamiento y, con superávit fiscal de US$ 200 millones anuales, según una publicación FLACSO-CDES, necesitaría más de 150 años para pagar totalmente su deuda externa. Esto lo ratifico públicamente un Subsecretario de Presupuesto del Ministerio de Finanzas.

Esta actitud no es únicamente de los gobiernos, también incurren en la misma práctica los organismos internacionales que otorgan los créditos, al hacer caso omiso y no reconocer, al momento de imponer los PAEs, que "el ejercicio de los derechos básicos de la población de los países deudores a disponer de alimento, vivienda, vestido, empleo, educación, servicios de salud y un medio ambiente saludable, no puede subordinarse a la aplicación de políticas de ajuste estructural y reformas económicas originadas por la deuda" 

A pesar de todo, hay referencias historicas que nos orientan que es posible trabajar por caminos alternativos. Alejandro Talteibaum, en su trabajo sobre Deuda Externa (2001), cita  varios ejemplos de  deudas externas
 (sobre todo de los países  llamados desarrollados) que nunca fueron
 pagadas. Así, refiere                                            a         
Sergio Bitar, en el prólogo a un libro de Gonzalo Biggs (Biggs, 1987)
cita numerosos precedentes históricos de países  que no
han  pagado sus deudas externas, entre ellos los Estados Confederados del
Sur  después de la Guerra  de  Secesión.  Dicha deuda fue  anulada
 mediante la Enmienda XIV de la Constitución de los Estados Unidos , del 16 de junio
 de 1866, que dice : ".ni los Estados Unidos, ni ninguno de los Estados
 reconocerán o pagarán deuda  u obligación  alguna que se haya contraído
 para ayudar a una insurrección o rebelión  contra los Estados Unidos.; estas
deudas, obligaciones y reclamaciones  serán consideradas ilegales y
nulas". (Biggs, págs. 101 y 102).
El profesor  José Antonio Alonso, en un artículo publicado en el diario
español "El País"  del 17 de abril de  2001,  después de indicar el
elevado costo económico y social de la deuda de los países en desarrollo,  señala
que después de la Segunda  Guerra Mundial se fijó como cuota máxima para
el pago de la deuda alemana  el 4,6% de sus exportaciones, con el objeto de
 "no dislocar la economía" y "no drenar indebidamente sus recursos". Es decir
que Alemania,  después de haber provocado la hecatombe humana más grande de la
historia, recibió mejor trato  que el que reciben actualmente los países
deudores pobres.


El general Tinoco había asumido el poder
mediante un golpe de Estado en Costa Rica en 1917 y su gobierno contrajo
una  deuda con el Royal Bank of Canada. Dicha deuda fue desconocida por el
gobierno constitucional posterior. En 1923, el juez Taft de la Corte
Suprema de los Estados Unidos, que actuó como juez-árbitro entre el Royal Bank  y
el Gobierno de Costa Rica, rechazó la demanda de reembolso de la deuda, con
los fundamentos mencionados  (Patricia Adams, 2000).


El caso Ecuador-Noruega.

Esta deuda fue inicialmente contratada por la Flota Bananera Ecuatoriana (FBE) para la compra de 4 barcos a la industria naviera de Noruega, dentro de la Campaña de Exportaciones Navieras impulsada por el Gobierno Noruego, por un valor de US$ 52,5 millones. 

El préstamo de US$ 12,7 millones fue cancelado por el Estado ecuatoriano al Gobierno de Noruega, mientras que la deuda con el Club de París se ha incrementado de US$ 13,5 millones a US$ 50 millones, debido a las condiciones financieras establecidas a lo largo de los siete acuerdos con el Club, aún cuando se han pagado US$ 14 millones por concepto de intereses y capital; es decir que la deuda con el Club de París por estos barcos ha visto incrementarse su valor en 4.7 veces.  Adicionalmente se desconoce el destino de los 4 barcos y el uso que se les ha dado hasta la fecha; por ello este préstamo ha perjudicado a la población ecuatoriana, configurando claramente una deuda ilegítima.

Las condiciones impuestas por los acreedores son aceptadas dócilmente por los  gobiernos, constituyéndose la deuda en un  mecanismo perverso que favorece el  enriquecimiento de los primeros y  el empobrecimiento  de los segundos y, a la vez, sostiene económicamente la voraz arquitectura financiera internacional, estructurada para extraer compulsivamente recursos de las economías del Sur y sostener procesos políticos corruptos. Por algo será que el ex Director Jefe del Banco Mundial y actual Premio Nobel de Economía Joseph  Stigliz, señalaba: “ Aquí se ve un modus operandi. Hay muchos perdedores en este sistema pero claramente un solo ganador: los bancos occidentales y el Tesoro de los EE UU ...” 

Una lección importante que deja este caso es la imperiosa necesidad de participación de la sociedad civil en el control, monitoreo y auditoria a la deuda pública para impedir que el Estado contraiga este tipo de deudas ilegítimas y corruptas y que no beneficien a la población.

Por un estado de derecho local y global. Sobre las obligaciones jurídicas internacionales del estado y de las Instituciones Financieras Internacionales IFIs.

(LA PLENA JUDICIABILIDAD DE LOS DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES  Ponencia de Eduardo Barcesat: Profesor Titular de Teoría General y de Filosofía del Derecho; de Derechos Humanos y Garantías Constitucionales (Univ. Buenos Aires). 

Para quien examine los Preámbulos de los Pactos Internacionales de Derechos Humanos de Naciones Unidas (1966/76), llamará la atención el énfasis con que se proclama en los mismos que un conjunto de derechos no es posible sin el otro. Y en efecto así es. No se trata de un enunciado propio a la diplomacia de las relaciones internacionales, sino uno de los supuestos basales de los derechos humanos. Un ser humano que no come regularmente, que no tiene asistencia médica ni vivienda digna, difícilmente pueda ejercitar, en conciencia, el conjunto de los derechos civiles y políticos. A la vez, si ese mismo ser humano tiene satisfechos el conjunto de derechos económicos, sociales y culturales, pero no puede expresar sus ideas ni practicar sus creencias, utilizará esa satisfacción de derechos económicos, sociales y culturales para potenciar sus espacios de libertad

 
A. Talteibaum, en la obra referida, señala que: “Cabe destacar también que se han efectuado propuestas de iniciar acciones en los
foros internacionales de Derechos Humanos sobre la base de la incidencia de la
 Deuda Externa en la vulneración de esos derechos.
 Más de 30 países integrantes de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones
 Unidas presentaron un proyecto de resolución que fue adoptado el 17 de abril de
 1998 referente a las:
 "Consecuencias de las políticas de ajuste económico originadas por la deuda
 externa en el goce efectivo de los derechos humanos y, especialmente, en la
 aplicación de la Declaración sobre el derecho al desarrollo. Resolución de la
 Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 1999/22".
 El punto octavo de esa resolución
 "Pide al Relator Especial sobre las consecuencias de la deuda externa para el
 goce efectivo de los derechos económicos, sociales y culturales, que todos los
 años presente un informe analítico a la Comisión sobre la aplicación de la
 presente Resolución, prestando particular atención a:
 Las consecuencias negativas de la deuda externa en el goce efectivo de los
 derechos económicos, sociales y culturales en los países en desarrollo y las
 políticas adoptadas para hacerles frente;
 Las medidas adoptadas por los gobiernos, el sector privado y las instituciones
 financieras internacionales para aliviar esas consecuencias en los países en
 desarrollo, especialmente los más pobres y los países fuertemente endeudados".
 Recientemente se han publicado trabajos sobre la relación de causalidad
 existente entre la Deuda Externa y el desempleo en América Latina.


El Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales, y Culturales, PIDESC, adoptado por más de 125 países,  demanda que los estados partes en el convenio aseguren los derechos a un nivel de vida adecuada, vivienda, salud, y educación.  En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre garantiza a los ciudadanos los derechos al vestido, la vivienda, la salud, la alimentación y la educación. 

Los estados parte del sistema que han firmado y ratificado los pactos internacionales, están obligados jurídicamente a respetar la inviolabilidad de los principios que comprenden los derechos económicos y sociales. Sin embargo, mientras la mayor parte del presupuesto fiscal continúe destinándose al servicio de la deuda externa, nuestros gobiernos no podrán cumplir sus obligaciones en materia de derechos humanos. 

Los Principios de Limburgo establecen que se viola el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) cuando se produce "la reducción o desviación de los gastos públicos específicos, cuando dicha reducción o desviación resulta en el no disfrute de ciertos derechos y no está acompañado por las medidas adecuadas para asegurar los derechos mínimos de subsistencia para todos.” Así, un Estado viola sus deberes establecidos bajo la ley internacional de derechos humanos cuando es evidente su fracaso en la realización progresiva de los derechos formulados en el Pacto, y no asume una adecuada atención con las medidas y políticas destinadas a mejorar las condiciones de vida de los sectores sociales más pobres. 

En relación directa al asunto de la deuda, la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, en 1997, señaló que “los pagos de la deuda no deben tener prelación sobre los derechos básicos de la población de los países deudores a contar con alimentación, alojamiento, vestido, empleo, servicios de salud, y un medio ambiente saludable.” 

El Comité de las Naciones Unidas responsable de vigilar el cumplimiento del PIDESC, reconoce que los programas de ajuste y las políticas de austeridad son muchas veces inevitables, sin embargo de aquello, es justamente en esas circunstancias que la obligación de proteger los derechos económicos, sociales y culturales más fundamentales se vuelve prioritaria y no puede ser secundaria. Este principio ha sido reafirmado por el Comité al otorgar prelación al cumplimiento del Pacto, prescindiendo inclusive de las condiciones económicas adversas que se suceden en nuestros países como efecto del cumplimiento de los compromisos crediticios externos.

En la Declaración Quito (1998) acerca de la Exigibilidad y Realización de los Derechos Económicos, Sociales, y Culturales en América Latina y el Caribe, un grupo de redes y organizaciones latinoamericanas identificaron al pago de la deuda externa como una de las violaciones más comunes de derechos humanos que requiere ser enfrentada en América Latina.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH, anota que “los ajustes estructurales económicos que muchos estados han implementado para hacerse elegir para prestamos internacionales financieros han requerido reducciones drásticas precisamente en el área de gastos públicos en un tiempo cuando los grupos vulnerables en estas sociedades están en mayor necesidad de programas sociales. Por eso, como resultado no intencional de estos programas de ajuste económico han provocado, de hecho, una profundización de la pobreza. Son los pobres quienes aguantan el mayor peso económico y social causado por la reducción en los gastos públicos.” (CIDH 1994: 526) 

Conforme señaló el Secretario General de las Naciones Unidas en 1996: “El Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial son instituciones gubernamentales internacionales integradas plenamente en el sistema de las Naciones Unidas como agencias especializadas establecidas por acuerdos gubernamentales según Articulo 57 de la Carta de las Naciones Unidas. Como tal, ambas instituciones... están obligadas por la Carta de las Naciones Unidas y tienen la obligación de respetar... los instrumentos internacionales incluso los Pactos Internacionales de Derechos Humanos.”  

Similar importancia tiene la declaración que realizara el Comité para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en Mayo de 1998, cuando señaló que: "El Comité urge el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial poner atención especial en sus actividades para respetar a los derechos económicos, sociales y culturales, incluso el reconocimiento explícito de estos derechos... El monitoreo social debería ser una parte integral de las políticas que acompañan prestamos y créditos." 

Desde esta perspectiva podemos reivindicar el enorme potencial, legal y ético que ofrecen los DESC para interpelar al modelo neoliberal, a las políticas de ajuste estructural y para fijar las responsabilidades legales internacionales de las IFIs, facilitándonos argumentos jurídicos y una agenda de presión ciudadana para hacer eficaz la  exigibilidad y justiciabilidad de los derechos humanos.

LAS CUESTIONES O PREGUNTAS
 DEL PEDIDO DE OPINIÓN CONSULTIVA
 En el Seminario Roma-Ciudad del Vaticano de marzo de 1992 (10) se formó una
 Comisión, que se reunió en julio del mismo año..
 La Comisión decantó el análisis de la deuda externa resumiendo en dos preguntas
 (cuestiones), a ser formuladas a la Corte de la Haya, toda la temática jurídica
 del problema; se la conoce ya como "fórmula de Roma" y es la siguiente:
 " La Asamblea General de la ONU pide a la Corte Internacional de Justicia una
 opinión consultiva sobre:
 1. ¿Cuál es el marco jurídico de derecho internacional en el cual se sitúan las
 obligaciones que resultan de la deuda externa y su cumplimiento?
 2. En particular, ¿qué consecuencias produce sobre dichas obligaciones el
 aumento imprevisto en términos reales de los capitales y de los intereses? ".
 

La tarea esta en construir argumentos legales suficientemente sólidos para evitar que se prolongue la impunidad histórica que implica la violación de la carta internacional de los derechos humanos por parte de las IFIs, así como de los grupos locales de poder político y económico. La persecución de estos delitos económicos deben concluir fijando responsabilidades civiles y penales, ante los tribunales de justicia, demandando las sanciones y  reparaciones del caso.  

Es posible exigir y garantizar los derechos humanos en el contexto de la globalización?

Cuando reflexionamos sobre las perspectivas desde los derechos humanos para proponer la exigibilidad de los derechos, y de manera particular de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC), podemos considerar algunos aspectos del debate.

Una perspectiva, altamente ética y de indudable contenido moral tiene que ver con la visión de los derechos humanos como un motor de recuperación y salvación, como un vehículo de renovación valorativa de la especie.  En la utilización adecuada de los instrumentos nacionales e internacionales por parte de los ciudadanos se ve la posibilidad de recuperar la autoestima de la gente, la superación de los estados de “conciencia subordinada” de las personas, empoderandose para transformarse en sujetos, actores principales en el proceso de transformación de las condiciones y calidad de vida.

Otra desarrolla su enfoque desde una perspectiva más instrumental, y no por ello menos importante, tiene que ver con el activismo en los DD.HH., donde la utilidad, factibilidad y eficacia de los resultados es la pieza fundamental en las campañas de promoción y defensa de los derechos. En esta visión “los derechos humanos tienen poco que ver con las Naciones Unidas, las Cortes, los Tribunales; los derechos humanos, básicamente, son una herramienta de concientización y de movilización de  las bases (...)” 

La lectura optimista sobre los DESC nos da cuenta del desarrollo importante que estos han tenido en los últimos años en la agenda del derecho internacional. Así encontramos que están en vigencia  en el  Pacto Internacional de Derechos económicos, sociales y culturales (PIDESC), en el artículo 26 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y, de manera particular en el Protocolo Facultativo de San Salvador, Protocolo adicional a la Convención Americana. En este instrumento se establece jurisdicción internacional, bajo el Sistema Interamericano de los Derechos Humanos,  para exigir la protección de los derechos sindicales y el derecho a la educación.

De igual manera, las Naciones Unidas ha establecido conexiones importantes entre las obligaciones de los estados y los DESC, al precisar, por ejemplo que "Los Estados tienen el derecho y el deber de formular políticas de desarrollo nacional adecuadas con el fin de mejorar constantemente el bienestar de la población entera y de todos los individuos sobre la base de su participación activa, libre y significativa en el desarrollo y en la equitativa distribución de los beneficios resultantes de este."

Igualmente este organismo mundial ha señalado: "todo Estado tiene la responsabilidad primordial de promover el desarrollo económico, social y cultural de su pueblo, de elegir sus objetivos y medios de desarrollo, de movilizar y utilizar cabalmente sus recursos, de llevar a cabo reformas económicas y sociales progresivas y de asegurar la plena participación de su pueblo en el proceso y los beneficios del desarrollo." 

Esta misma perspectiva de trabajo valora en alto grado el rol del Comité de derechos económicos, sociales y culturales, creado en 1987, constituido por expertos independientes, porque ha favorecido la ampliación de los horizontes conceptuales del Consejo Económico y Social -ECOSOC-, por ejemplo, fortaleciendo el criterio que el PIDESC es para los países signatarios “un núcleo mínimo de obligaciones” susceptibles de progresión. El trabajo desplegado por el Comité, por otra parte, como cuando se pronuncian los “comentarios generales”, han fundamentado y desarrollado el concepto de los “mínimos necesarios”, desarrollando jurisprudencia que rebasa los términos de las obligaciones y compromisos establecidos en el PIDESC. El Comité se dedica de manera exclusiva a tratar los DESC, sirviendo, por tanto, muchas de sus actuaciones, como una fuerte base doctrinaria y de jurisprudencia en el tema.  

Otras perspectivas trabajan en la ampliación e interconexión entre los derechos económicos, sociales y culturales y el derecho al desarrollo. Resoluciones de las Naciones Unidas establecen que: “El derecho al desarrollo y al goce progresivo de los derechos económicos, sociales y culturales comporta obligaciones de la comunidad internacional y de cada uno de los Estados miembros, respecto de sus propios pueblos y de los seres humanos en general, en la medida de los recursos disponibles. Y estas obligaciones implican el deber de cada Estado de hacer el máximo de esfuerzos para promover el progreso económico, social y cultural de su pueblo. (Resoluciones 2626 (XXV), 3201 (S-VI) y 3281 (XXIX) de la Asamblea General).

Hasta aquí algunas formulaciones importantes que dan cuenta del rol y trascendencia que implica la exigibilidad de los DESC en el marco de la defensa de la dignidad y los derechos de las personas y colectividades frente a las decisiones de la política económica y los actores globales.

Es indispensable reafirmar la naturaleza integral e interdependiente que caracteriza a todos los derechos humanos, sean estos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales, ambientales y los referidos a los derechos de los pueblos indígenas. 

El desarrollo y consolidación de esta noción de conexión e interdependencia entre los derechos, proveerá a la comunidad civil  de un marco jurídico y una base doctrinaria consistente para demandar a los Estados y a otros actores, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la normativa nacional e internacional vinculada con el respeto y protección de los DESC.

Ewn este orden, adherimos a la propuesta que sostiene que “ En la lucha contra la impunidad de las violaciones a los derechos económicos, sociales y culturales, la comunidad internacional debería plantearse en lo inmediato tres objetivos:

1) Que se trabaje para que la Asamblea General de las Naciones Unidas, aprueben una Resolución declarando delitos (o crímenes) internacionales las políticas y las prácticas de los Estados, instituciones y personas que constituyan un impedimento para la realización del derecho al desarrollo y de los derechos económicos, sociales y culturales, como por ejemplo la usura, el tráfico ilegal de divisas, la desregulación del sistema monetario internacional, los daños graves al medio ambiente producidos deliberadamente o como consecuencia de errores u omisiones culpables y, en general, el empleo abusivo del poder económico para obtener de manera coercitiva concesiones, ventajas o beneficios desproporcionados con grave perjuicio de terceros.

2) La elaboración y ulterior aprobación de un Protocolo facultativo del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

3) Que el Consejo Económico y Social requiera a la Corte Internacional de Justicia una opinión consultiva, sobre:

a) si los acuerdos y la práctica de las relaciones entre las Naciones Unidas y del Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial en tanto organismos especializados, son conformes a la Carta de las Naciones Unidas;

b)si la práctica y las políticas del Banco Mundial y del FMI son conformes con los fines de su creación que figuran en sus Estatutos y con la Carta de las Naciones Unidas y otros instrumentos internacionales.

El Consejo Económico y Social está facultado para someter a la Corte Internacional de Justicia cuestiones legales referentes a las relaciones mutuas entre las Naciones Unidas y los organismos especializados.

En esta linea de pensamiento, la exigibilidad y vigencia de los derechos no tiene únicamente que ver con el cumplimiento de leyes, decretos y declaraciones internacionales, como tampoco tiene que ver, exclusivamente, con la interpelación pública que la sociedad realiza al estado por el abuso del poder o el abandono de sus responsabilidades hacia las poblaciones vulneradas de la sociedad.  

La naturaleza eminentemente política de los interlocutores a los que enfrentan los DESC, las relaciones de poder afectadas por la presión ciudadana, retan al conjunto del sistema  y a los intereses económicos locales y transnacionales, cuestionando la valides del modelo, económico, sus estrategias, políticas y programas de desarrollo aplicados en nuestros países. 

Desde la exigibilidad de los derechos se demanda la construcción de un estilo de desarrollo diferente, un modelo económico humano y sustentable que ponga en el centro de sus preocupaciones a la persona humana, al amparo de una cultura y valores civiliza torios que tengan en el respeto, protección y goce de los derechos humanos el sustento ético y político primordial.

La defensa efectiva de los derechos humanos, económicos, sociales, culturales y ambientales, en relación con la deuda externa,  exige que desde este foro del movimiento social internacional, se convoque a una campaña internacional para demandar de nuestros gobiernos la auditoria a la deuda pública para documentar, sustentar y demandar la cancelación inmediata de la deuda externa, especialmente de las deudas ilegitimas y corruptas, exigiendo la sanción y reparación.

Fundamentar Demandas de Inconstitucionalidad a los Presupuestos de los estados y a las Cartas de Intención que se firman con el Fondo Monetario Internacional FMI,  utilizando el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, por violación al derecho a la salud, educación, vivienda, trabajo y derecho al desarrollo.  

Otro mecanismo importante que puede ser usado bajo la estrategia de presión ciudadana es la preparación de los Informes alternativos nacionales y regionales sobre el estado de aplicación y vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales, frente al Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, cuestionando la aplicación de los programas de ajuste estructural (PAEs) y los procesos de renegociación y endeudamiento externo.

Promover ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Opinión Consultiva elaborada por el Parlamento Latinoamericano,  para demandar un pronunciamiento jurídico sobre las implicaciones legales de la deuda externa en la vigencia y garantía de los derechos amparados por la  Convención Americana de DDHH.  

Acudir ante la Organización Internacional del Trabajo para demandar el cumplimiento del Convenio 169 de la OIT, referido a la defensa de los derechos de los Pueblos Indígenas, así como ante la Comisión  y Corte Interamericana de Derechos Humanos, en relación con la aplicación de planes y proyectos de desarrollo o explotación de recursos naturales en territorios indígenas.

Bibliografía

Acosta, Alberto. 

(1994). La Deuda Eterna:  Una Historia de la Deuda Externa Ecuatoriana. Editorial Ecuador. Quito.

(1999). “Algunas Alternativas de Solución a la Deuda Externa:  reflexiones a partir del caso ecuatoriano,” (mimeo). Quito.

Acosta, Chu et al. 


(2001). Ecuador: Análisis de sostenibilidad de la deuda. en proceso. Quito.

Banco Central del Ecuador (BCE)

(1997). Boletín Deuda Externa: 1987-1996. Dirección General de Estudios.

Bradlow, Daniel D. 

(1996). “The World Bank, the IMF, and Human Rights,” Transnational Law & Contemporary Problems, vol. 6, no. 1.

Cañizáles, Andrés.

(1999). “Brasil:  La Deuda Externa, Un Tribunal y La Solidaridad,” América Latina En Movimiento, 12 Mayo.

Centro de Derechos Económicos y Sociales (CDES). 

(1998). De Necesidades A Derechos: Reconociendo el Derecho a la Salud en Ecuador. Quito.

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH).

(1994). Informe Anual de la Comisión de Derechos Humanos 1993-94. OEA/Ser.L/V/I 

Global Information Network (GIN)

(1996). “América Latina: Deuda externa viola derechos humanos,” 10 Abr. 1996.  

Jochnick, Chris.

(1998) "La importancia y utilización de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales". CDES. Quito.

Larrea, Silvana

(1999) "El FMI ¿ ángel o demonio?". Mundo Diners, septiembre, Quito

Misterio de Finanzas

(1999). Boletín Estadístico No. 28:  Deuda Pública Externa al 30 de abril.

Pazmiño, Patricio.

(2000). “ El Presupuesto del Estado y los derechos humanos”.Presupuesto 2001: Diálogo Nacional. H. Congreso Nacional del Ecuador. Quito.

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).

(1996)Human Development Report. Washington. D.C.

Registro Oficial del Gobierno del Ecuador

Presupuesto del Gobierno Central, años 1998 y 1999.

Reporte del Secretario General de las NN.UU. , 

(1996) “Question of the Realization in All Countries of the Economic, Social, and Cultural Rights Contained in the Universal Declaration of Human Rights and in the International Covenant on Economic, Social, and Cultural Rights, and Study of Special Problems Which the Developing Countries Face in their Efforts to Achieve these Human Rights,” 5 Feb.

Skogly, Sigun I.

(1993). “Structural Adustment and Development: Human Rights, An Agenda for Change, en Human Rights Quarterly, vol. 15. 

Treakle, Kay 

(1997). “Ecuador: Structural Adjustment and Indigenous and Environmental Resistance,” en The Struggle for Accountability:  The World Bank, NGOs, and Grassroots Movements, Jonathan Fox y L. David Brown (eds).

UNICEF.


(2000). Descifrando el gasto Social en el 2000”. Quito.

Uribe, Alirio.

(1998)"Los derechos humanos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, como un todo integrador de la dignidad humana" en Construyendo una Agenda Nacional para la Promoción de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Segundo Foro Nacional  Quito. 

World Bank (WB)

(1990). The Social Dimension of Adjustment in Africa. Washington. D.C.

(1996). Ecuador Poverty Report. Washington. D.C.

 







